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Estado, Democratización y ciudadanía
Para comprender adecuadamente diversos procesos de democratización deben ser revisadas las concepciones corrientes sobre el Estado, especialmente en lo referido a la dimensión legal del mismo.
Conceptos como democracia delegativa, ciudadanía de baja intensidad, y un Estado que combina elementos democráticos y autoritarios pueden introducirse en función del análisis de tales fenómenos.

En las dos últimas décadas, el derrumbe de viarias clases de sistemas autoritarios ha conducido al surgimiento de una cantidad de democracias o, más exactamente, poliarquías.

Las poliarquías tienen una característica en común: todas son democracias representativas, institucionalizadas.  En cambio, la mayor parte de los países recientemente democratizados no se está encaminando hacia regímenes democráticos representativos, institucionalizados.  Son poliarquías pero de un tipo diferente. 
El Estado y las nuevas democracias

Las tipologías recientes de las nuevas democracias, tienen escasa capacidad de predicción en cuanto a lo que ocurre una vez que se instala el primer gobierno electo democráticamente.

Para analizar la situación actual y las expectativas de muchas democracias nuevas, tenemos que volver atrás y repasar algunos conocimientos básicos de sociología y política legal.  El análisis que se presentará a continuación se basa en una premisa: Los Estados están entrelazados con sus sociedades respectivas de complejas y variadas maneras.

Es un error asociar al Estado con el aparato estatal, o el sector público, o la suma de las burocracias públicas, que indudablemente son parte del Estado pero no constituyen el todo.  El Estado es también, y no menos primariamente, un conjunto de relaciones sociales que establece cierto orden en un territorio determinado y finalmente lo respalda con una garantía coercitiva centralizada.  Muchas de esas relaciones se formalizan mediante un sistema legal provisto y respaldado por el Estado.
Las relaciones sociales pueden basarse, como argumenta Weber, en la tradición, el miedo al castigo, los cálculos pragmáticos, la habituación, la legitimidad y/o la eficacia de la ley.  La eficacia de la ley sobre un territorio determinado se compone de innumerables conductas hechas hábito, que por lo general, conscientemente o no, son compatibles con la prescripción de la ley.  Esa eficacia se basa en una expectativa muy extendida, confirmada por la evidencia ejemplarizante, de que, de ser necesario, la autoridad central investida con los poderes pertinentes hará cumplir esa ley.

El Congreso es, en principio, el lugar en que se discuten y promulgan las principales leyes del país, y al poder judicial le corresponde discutir y solucionar los conflictos de interés y, finalmente, las disputas sobre el significado mismo de la comunidad política.

Existe todavía otra dimensión del Estado: la ideológica.  El Estado alega en diversas formas -desde los discursos explícitos hasta la recurrente invocación al simbolismo de la independencia de la nación- que es el creador del orden que discutimos anteriormente.
Esto no evita la verificación de dos aspectos fundamentales:  En primer lugar, que ese orden es verdaderamente un orden.  En segundo lugar, la igualdad garantizada a todos los miembros de una nación en términos de ciudadanía es crucial para el ejercicio de los derechos políticos que connota el funcionamiento de la democracia, y también para la eficacia de las garantías personales consagradas en la tradición liberal.
Desde la perspectiva que estoy proponiendo, la ciudadanía no se reduce a los confines de lo político.  El sistema legal “pone” la dimensión pública connotada por la virtual remisión de tal relación a una entidad del Estado debidamente autorizada, para que ésta la juzgue legalmente.
Argentina, Brasil y Perú están sufriendo una profunda crisis en sus Estados.  Una crisis que existe en las tres dimensiones que ya hemos discutido: la dimensión del Estado como un conjunto de burocracias capaces de cumplir con sus obligaciones con una eficiencia razonable, la dimensión de la eficacia de la ley y la dimensión de la credibilidad del alegato de que los organismos estatales normalmente orientan sus decisiones por una cierta concepción del bien común.

Los debates contemporáneos confunden dos dimensiones distintas.  Una de ellas se relaciona con el tamaño y la influencia relativa del aparato estatal.  No hay duda de que en la mayoría de los países recientemente democratizados el Estado es demasiado grande, y de que eso conduce a numerosas consecuencias negativas.

La segunda dimensión se refiere a la fuerza o debilidad del Estado como un todo.  Un Estado fuerte, independientemente del tamaño de sus burocracias, es aquel que establece eficazmente esa legalidad, y que no es percibido por la mayoría de la población simplemente como un terreno para la consecución de intereses particulares.
Las teorías actuales del Estado a menudo dan por sentado una suposición que se repiten en las actuales sobre la democracia: a saber, que existe un alto grado de homogeneidad en el alcance, tanto territorial como funcional, del Estado y del orden social que éste sustenta.

¿Qué ocurre cuando la eficacia de la ley se extiende muy irregularmente (si no desaparece del todo) a través del territorio y de las relaciones funcionales (incluyendo relaciones de clase, étnicas y de género) que supuestamente regula?

Los Estados ineficaces coexisten con esferas de poder autónomas y basadas también en un territorio.

Las provincias o distritos situados en la periferia de los centros urbanos nacionales, normalmente más duramente afectados por las crisis económicas y dotados de burocracias más débiles, crean (o refuerzan) sistemas locales de poder que tienden a llegar a extremos de conducción violenta, personalista, abierta a toda suerte de prácticas violentas y arbitrarias.
Consideremos esas regiones donde los poderes locales establecen circuitos de poder que funcionan conforme a reglas incompatibles con las leyes que supuestamente regulan el territorio nacional.  Hablamos de poder privado donde no tienen vigencia muchos de los derechos y garantías de la legalidad democrática.

Imaginemos un mapa de cada país en donde las áreas azules señalen un alto nivel de presencia del Estado tanto territorial como funcional; el color verde significaría un nivel alto de penetración territorial, pero una presencia significativamente baja desde le punto de vista funcional y de clase; el color marrón indicaría un nival muy bajo o nulo en ambas dimensiones.

Si tuviéramos una serie cronológica de mapas, veríamos que esas secciones marrones han crecido en los últimos tiempos.

En las áreas marrones hay elecciones, gobernadores y legisladores tanto nacionales como estaduales.  Las fracciones y los gobiernos locales funcionan en base a fenómenos tales como el personalismo, amiguismo, prebendalismo, clientelismo y otro por el estilo.

La presencia de esos circuitos de poder se repite en el centro de la vida política nacional, comenzando con el Congreso, la institución que supuestamente es la fuente de la legalidad existente y que abarca el territorio nacional.  En general, los interés de los legisladores “marrones” son my acotados: mantener el sistema de dominación privatizada que los eligió y canalizar hacia ese sistema tantos recursos estatales como sea posible.

¿Se pueden aplicar los adjetivos “democrático” y “autoritario” al Estado o deben reservarse exclusivamente para el régimen?  Por supuesto que eso depende de cómo se definan el Estado y el régimen.  Con respecto al segundo, voy a repetir la definición propuesta junto con con Schmitter: “el conjunto de patrones, explícitos o no, que determina la forma y los canales de acceso a las principales posiciones gubernamentales, las características de los actores admitidos y de los excluidos de ese acceso y los recursos (y) estrategias que ellos pueden usar para alcanzarlo”.  Lo que estoy planteando lleva a la conclusión de que adjetivos tales como “democrático” o “autoritario” son pertinentes no sólo para el régimen, sino también para el Estado.
Siempre que un sistema legal incluya los derechos y garantías del constitucionalismo occidental, y existan poderes públicos con la capacidad y disposición de imponer esos derechos y garantías incluso contra otros poderes públicos, el Estado y el orden que él ayuda a implantar y reproducir son democráticos.

Como una forma política eficaz en un territorio determinado, la democracia está necesariamente vinculada con la ciudadanía, y ésta solo puede existir dentro de la legalidad de un Estado democrático.

Un Estado que no es capaz de hacer valer su legalidad sustenta una democracia con baja intensidad de ciudadanía.  En la mayoría de las áreas marrones de los países recientemente democratizados se respeta los derechos políticos de la poliarquía.

El concepto de ciudadanía de baja intensidad alude específicamente a la esfera política, a la teoría política de la democracia política o poliarquía.

Pero los campesinos, los habitantes de los barrios pobres, los indígenas, las mujeres y demás, muchas veces no logran un trato justo de la justicia, o no pueden obtener los servicios de los organismo estatales a los que tienen derecho, o no están libres de la violencia policial, etc.  Esas son restricciones “extra poliárquicas” pero todavía políticamente relevantes; ellas connotan la ineficacia del Estado como ley, la reducción de ciertas garantías y derechos que son tan constitutivas de la ciudadanía como el poder de votar sin coacción.  En muchas áreas marrones se respetan los derechos democráticos, los derechos participativos de la poliarquía; pero se viola sistemáticamente el componente liberal de la democracia.
La denegación de derechos liberales es analíticamente diferente de la variación de niveles de democratización social y económica.  Pero, empíricamente, varias formas de discriminación y de pobreza extendida, así como la disparidad extrema de la distribución de recursos, van de la mano con la ciudadanía de baja intensidad.
Sobre algunos aspectos de la crisis del Estado

Existe abundante evidencia de que la crisis socioeconómica fomenta la propagación de las regiones marrones.  Es el resultado de una profunda crisis del Estado -como legalidad eficaz, como un conjunto de burocracias, y como un agente legitimado del interés común -.  Pero también se deriva del fuerte antiestatismo de las ideas y políticas neoliberales, y especialmente de su empeño de reducir a cualquier costo el tamaño de las burocracias estatales y el déficit fiscal.
La contracción de los ingresos personales, la disminución de las posibilidades de hacer carrera, las malas condiciones laborales y un clima político hostil y, al mismo tiempo, las incontables intervenciones que emprende el Estado so un abono perfecto para un crecimiento gigantesco de la corrupción.

Sobre ciertas crisis económicas

Aquí voy a discutir una clase particular de crisis que sufren los países -Argentina, Brasil y Perú- que se encerraron voluntariamente en un patrón de inflación elevada y recurrente, puntuado por repetidos intentos de controlar el alza de precios y de emprender “reformas estructurales” del tipo recomendado actualmente por los organismos crediticios internacionales.

En cuanto a los gobiernos, mientras más son las espirales, con mayor desesperación tratan de encontrar una salida a la crisis.  Pero la desintegración concomitante del aparato estatal, los déficits cada vez mayores, una opinión pública hostil, partidos políticos que tratan de anticipar ganancias electorales criticando acerbamente al gobierno y las maniobras previsoras de poderosos actores económicos, todo disminuye la probabilidad de que la próxima política intentada pueda tener éxito.

En esa situación, el gobierno proyecta una imagen singular que combina la omnipotencia con la más pura impotencia.  Por una parte, cada intento de solucionar la crisis se anuncia con bombos y platillos como el que justifica los nuevos sacrificios que se le exige a la población, porque esa vez sí se va a lograr el éxito.  Por otro lado, aparte del celebrado respiro que ofrece un descenso de la inflación, pronto se pone en evidencia que el gobierno no va a ser capaz de poner en práctica otras políticas que también son necesarias.
La crisis conduce a una credibilidad menguante del Estado como agente legítimo de los intereses del país; el Estado luce cada vez más como un aparato oneroso, que permite su despojo por parte de los poderosos.

Para que las políticas  no solamente decidan sino que además se pongan en ejecución, es necesario que se cumplan tres requisitos:
1. Tanto los agentes privados como los públicos deben tener como mínimo un plazo mediano como horizonte temporal relevante.

2. Los agentes estatales pertinentes deben ser capaces de reunir y analizar información compleja, estar suficientemente motivados en la búsqueda de alguna definición del interés público, y considerar su papel en la elaboración de esas políticas como un episodio gratificante en sus carreras.
3. Algunas políticas sólo pueden implementarse exitosamente pasando por negociaciones complejas con los diferentes actores organizados que demandan un acceso legítimo al proceso.

La atomización de la sociedad refleja y acentúa la desintegración del Estado.

La pulverización de la sociedad en innumerables actores racional-oportunistas y su enojo ante una situación que parece causada por todos -y, por lo tanto, aparentemente por nadie- tiene su chivo expiatorio fundamental: el Estado y el gobierno.  Ese sentimiento colectivo es un suelo fértil para las ideologías antiestatistas simplistas.
¿Cómo se puede lograr una representación política de este mundo de actores de conductas extremadamente desagregadas, oportunistas y cortoplacistas?  ¿Existe alguna forma de salir de estas espirales descendentes?

El hecho de que Chile estuviese hace algún tiempo atrapado en las espirales descriptas aquí, y ya no lo esté más significa que su Estado está en mejor forma para encargarse de las cuestiones de equidad y desarrollo heredadas.

¿Qué tienen en común Chile, Bolivia y Argentina?  Que la crisis de esos países tocó fondo. ¿Y qué es el fondo? La convergencia de los siguientes factores:

1. Un Estado que como principio del orden tiene una autoridad minúscula sobre la conducta de muchos actores, que como burocracia llega a límites extremos de desintegración e ineficacia, y que en algún momento del tiempo se vuelve incapaz de mantener la moneda nacional.
2. Un movimiento obrero completamente derrotado.

3. Una clase capitalista que sustancialmente se devoró a sí misma.

4. Un sentimiento generalizado de que la vida bajo una inflación continua e incierta es tan insoportable que cualquier solución es preferible.

Una conclusión parcial

¿Existen alternativas a la crisis que describí?  Ni las invocaciones al altruismo y la unidad nacional, ni las propuestas que presuponen solidaridades amplias e identidades firmes, serán suficientes.

Si hay una solución, probablemente ésta reside en encontrar áreas que tengan un impacto importante sobre la situación general, y en las cuales una acción hábil pueda alargar los horizontes temporales de los actores cruciales.  El invento más conocido para lograr ese fin es el fortalecimiento de las instituciones sociales y políticas.

En el mundo contemporáneo, la jubilosa celebración del advenimiento de la democracia tiene que completarse con un sobrio reconocimiento de las inmensas dificultades que entraña necesariamente su institucionalización y su arraigo en la sociedad.
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